Accidente de transito – Giro a la Izquierda en ruta – Prejudicialidad - Flexibilización del art. 1101 CC.
Con fecha 7 de Julio de 2011, la Cámara de Apelación Civil y Comercial de azul, Sala I,  dictó sentencia en la causa54908, "Vidaguren Angela Delia c/ Alvarez javier Alberto y otros s/ Daños y perjuicios", pronunciándose en cuanto a la Flexibilización del Art. 1101 C.C. y sobre las maniobras de giro a la izquierda en una ruta.- 
                        “Vidaguren Angela Delia c/ 

Causa Nº 54908           Alvarez Javier Alberto y otros-

                         Daños y Perjuicios”  

                      Juzg. Civ. Y Com.  Nº 1 – Azul-

Nro......Sent. Civil.-

                                                                                                                  En la Ciudad de Azul, a los 7 días del mes de Julio de dos mil once, reunidos en Acuerdo Ordinario la Señora Juez de la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial Departamental, Sala I, Dra. Lucrecia Inés Comparato, los Sres. Jueces Dr. Ricardo Cesar Bagú y Esteban Louge Emiliozzi, para dictar sentencia en los autos caratulados: “VIDAGUREN ANGELA DELIA C/ ALVAREZ JAVIER ALBERTO Y OTROS - DAÑOS Y PERJUICIOS” (Causa Nº 54.908), se procedió a practicar la desinsaculación prescripta por los arts. 168 de la Constitución Provincial, 263 y 266 del C.P.C.C., resultando de ella que debían votar en el siguiente orden: Doctores COMPARATO – LOUGE EMILIOZZI - BAGU.-





Estudiados los autos, el Tribunal resolvió plantear y votar las siguientes:

-C U E S T I O N E S-

      1ra.- ¿Es nula la sentencia de fs. 189/191?

      2da.- ¿En caso negativo, es justa la sentencia de fs.189/191?

      3ra.- ¿ Qué pronunciamiento corresponde dictar? 

  -V O T A C I O N-

                     A LA PRIMERA CUESTION: la Señora Juez Doctora COMPARATO dijo: 

                     I.a) El presente proceso fue iniciado por la señora Angela Delia Vidaguren, contra el Sr. Javier Alberto Alvarez, y/o quien resulte titular registral al momento del hecho del automotor marca Chevrolet Corsa dominio BZH-128, por los daños y perjuicios de origen extracontractual ocasionados en razón del accidente de tránsito ocurrido el 1º de septiembre de 2006 en el cruce de Avda. San Martín y Ruta Provincial Nº86 (acceso principal a la localidad de Benito Juarez).

                      Sustanciada la acción y producida la prueba el Sr. Juez de la instancia de origen dicta sentencia resolviendo en el apartado I de los considerandos que aùn sin contar con sentencia en la causa penal en la cual estarìa inculpado el demandado y que en copia se anexa al presente, es posible resolver los presentes autos toda vez que no habrìa prejudicialidad.-

                      De ello se agravia el apelante a fs. 201/201vta. y solicita la nulidad de la sentencia, recibiendo réplica de la otra parte.- El primero plantea la nulidad de la sentencia en la medida que el sentenciante ha violado la regla de la prejudicialidad del art.1101 del Código Civil, dado que no puede haber sentencia civil, hasta tanto no recaiga sentencia en el proceso penal, y recalca que en autos, al momento de dictarse sentencia, no existía pronunciamiento penal firme. Aclara que la sentencia penal se dicta con fecha 14/9/2010 y ésta está siendo apelada por el imputado.

                      II) Dadas las particularidades de la presente causa, previo a resolver la apelación impetrada se requirió la causa penal, remitièndose la misma a estos Estrados conforme surge de fs. 217.-

                         De la misma surge que efectivamente la sentencia penal condenatoria es dictada con posterioridad al dictado de la sentencia que en este estado se analiza.- La secuencia es la siguiente, con fecha 10/08/10 dicta sentencia el Sr. Juez en la presente causa, con fecha 14/09/10 se expide el Juez a cargo de la la causa penal identificada como IPP nº 24.059/06 “Alvarez Javier Albaerto s/ Lesiones Culposas”, causa correccional nº 2.981 de tràmite por ante el Juzgado en lo correccional nº 1 de Azul, la que apelada, es confirmada en todas sus partes por la Excelentìsima Càmara de Apelación y Garantìas en lo Penal de Azul con fecha 16/02/11, en sentencia que se encuentra firme (conforme todo ello de lo que surge de la causa penal citada y agregada por cuerda al presente fs. 290/292).- En sede penal se condena al demandado de autos en razón de tener por acreditada la autoría y responsabilidad penal a titulo de culpa en el hecho que aquí se ventila.- 

                       III) A fin de tratar la nulidad impetrada considero oportuno citar lo dicho por esta Sala en causa nº 52.167, con primer voto de mi colega Dr. Esteban Louge Emiliozzi; “Es sabido que, en principio, el dictado de la sentencia en sede civil sin estar concluida la causa penal acarrea como consecuencia la nulidad del pronunciamiento civil (Mosset Iturraspe y Piedecasas, ob. cit., págs. 238/239 y jurisprudencia citada, en especial C.S.J.N., 17-2-81, Fallos 303:206; S.C.B.A., 10-8-99, LLBA, 1999-1128; Vila, Rosa, comentario al art. 163 del C.P.C.C.N. en la obra colectiva “Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Concordado...”, dirigido por Elena I. Highton y Beatriz A. Areán, T. 3, pág. 459, sumario 6), sin que quepa siquiera la posibilidad de suspender el pronunciamiento de Cámara hasta tanto se dicte sentencia en sede penal, pues de ese modo se conculca a los litigantes el derecho de pronunciarse sobre la influencia que puede ejercer dicha sentencia sobre la civil (esta Cámara, Sala II, causa nº 41.801, “Giordano...”, del 26.09.2000, con cita de Azpelicueta, José Luis – Tessone, Alberto, “La Alzada. Poderes y Deberes”, pág. 78)”.

                      Sin perjuicio de ello estimo que el presente caso exhibe una particularidad que posibilita apartarse de tal principio, ya que como se vio en la reseña que antecede, a la fecha se encuentra dictada sentencia penal firme condenatoria del demandado de autos.- La norma contenida en el art. 1.101 del Código Civil tiene establecido, como principio general que si la acción criminal hubiere precedido a la acción civil, o fuere intentada pendiente ésta, no habrá condenación en el juicio civil antes de la condenación del acusado en el juicio criminal. El principio regulado es el de la subordinación del proceso civil, particularmente de su sentencia, con relación al trámite criminal, con la finalidad de asegurar el respeto de la cosa juzgada penal evitando el escándalo jurídico factible de acaecer con el dictado de sentencia contradictorias.”(Pascual E. Alferillo, “El derecho a obtener sentencia civil en plazo razonable como Derecho Humano Fundamental”, nota a fallo publicado en LL Buenos Aires, año 12/número 11/Diciembre 2005, pág.1312).-                                   

                      Ahora bien, el fín u objeto de la prejudicialidad es evitar el escándalo jurídico que resultaría de dictar sentencias contradictorias, pero ello se encuentra superado en autos, desde que precisamente se ha condenado al demandado de autos en sede penal (vuelvo a decir en sentencia que se encuentra firme) por el mismo hecho que aquí se juzga, atribuyéndosele en estos autos la culpabilidad en el mismo, mas allá de poder analizarse si tambien le cupo responsabilidad a la víctima conforme lo plantea el mismo demandado.- De acuerdo con el art. 1.102 del Código Civil la sentencia condenatoria en sede penal hace cosa juzgada en dos cuestiones esenciales: 1) la existencia del hecho principal que constituya el delito, 2) la culpa del condenado, pero ello no es óbice para examinar la eventual concurrencia de culpas de la víctima o de un tercero, atento que la justicia penal no puede calificar jurídicamente la conducta de quien no es imputado en ese proceso (conf. Areán, “Juicio por accidente de Tránsito”, pág. 627 y ssgtes.).-

                          Vale decir entonces que no se encuentra configurado en autos el escándalo jurídico que se trata de evitar conforme lo normado por los arts. 1.101 y ssgtes. del Código Civil, no encontrándose por otra parte vulnerado el derecho de defensa en juicio del demandado desde que ha podido cuestionar aquello que antes señalaba puede revisarse ante una sentencia penal condenatoria, esto es la concurrencia de culpas, encontrándose firme –a su vez por no ser materia de agravio- las restantes cuestiones que hacen a la existencia del hecho principal y la intervención culposa en el mismo del demandado, por lo que razones de celeridad y economía procesal hacen factible la continuación del trámite, resultando superfluo en este estado decretar la nulidad del fallo apelado.-   

                      Por último cabe mencionar que la Corte Nacional –en criterio que comparte la Excelentísima Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires- han sentado el criterio que si bien la dualidad de procesos originados en el mismo hecho impone la postergación de la sentencia civil hasta tanto se dicte el fallo penal, la prohibición legal que sienta el precepto no es absoluta (del dictamen de la Procuradora Fiscal de la Nación en causa de la CSJN “Atanor S.A....” del 11/07/2007, public. en LL DJ 22/08/07, 1200).- 

Así lo voto.-

                     Los Señores Jueces Doctores LOUGE EMILIOZZI y BAGU, adhirieron al voto precedente.- 

                      A LA SEGUNDA CUESTION: La Señora Juez Doctora COMPARATO dijo: 

                      I)a Señala la accionante, en el escrito de inicio que es propietaria de un automóvil Marca Fiat Duna, modelo 1997, dominio BJG-251, que era utilizado como remis, correctamente habilitado por la Municipalidad de Benito Juarez, y con cobertura de seguro de responsabilidad civil correspondiente, siendo las ganancias del empleo del automóvil como remis el único ingreso económico fijo que tenía.

                      Que, el 1º de septiembre de 2006, aproximadamente a las 21:30 horas, el Sr. Rojas, chofer, del automóvil de la actora, conducía por Ruta Provincial Nº86 en dirección sureste-noroeste, trasladando a Horacio Cortes y Agustin Airoldi(menores de edad, clientes de la remisería). Al llegar a la entrada principal de Benito Juarez, en la intersección de Ruta Provincial N° 86 con la Av. San Martín, fue embestido por una camioneta marca Chevrolet Corsa, dominio BZH-128, que circulaba por la misma ruta, pero en sentido contrario, conducida por el ahora demandado Sr. Alvarez.

                     Que, el incidente dio lugar a una investigación penal, en cuyo marco se ordenó la realización de una pericia accidentológica que determinó que la camioneta ingresó o invadió el carril que circulaba el Fiat Duna provocando el impacto contra el remis, resultando ser el protagonista activo directo, ya que con su conducta fue el causante directo y principal del siniestro.- Como consecuencia del mismo el automóvil en cuestión, sufrió daños considerables, cuya reparación ascendía prácticamente al valor del mercado del automotor, por lo que el mismo quedó paralizado, causando una importante pérdida en concepto de lucro cesante y daño emergente propio del siniestro. Finalmente fue vendido en la suma de $ 5000.- 

                      Cuantifica el daño emergente en la suma de $ 15.000, y el daño por lucro cesante en la de $ 18.000, totalizando el monto reclamado en Pesos treinta y tres mil ($ 33.000), o lo que en más o menos resulte de la pericia e informes solicitados con más los intereses a tasa activa que prevé el Banco de la Provincia de Buenos Aires para sus operaciones de descuento.

                      Funda en derecho, ofrece prueba y solicita se cite en garantía a la Compañía de Seguros “La Segunda”.

                      b) Luego de imprimirle al proceso de trámite sumario, se da traslado de la demanda al accionado y se cita en garantía a la Compañía de Seguros mencionada.

                     A fs. 38/47vta. contesta la demanda la citada en garantía, ordenándose el desglose de dicha presentación en virtud de haberse presentado fuera de término (fs. 47). 

                     A fs. 51 el Dr. Pedro Ignacio Fernandez Ribet, contesta demanda en representación de Javier Alberto Alvarez, invocando el art. 48 del CPCC (adjuntó poder a fs.57/59), solicitando se rechace la misma, de acuerdo al relato que ésta hace sobre los hechos concluyendo que el demandado no es responsable del accidente, pues este es producido por la imprudencia y/ o negligencia del conductor del Fiat Duna. 

                     c) Luego de producida y certificada la prueba correspondiente, en el lugar indicado al formular la cuestión el señor Juez de la instancia inferior resolvió hacer lugar a la demanda entablada por la Sra. Vidaguren, contra el Sr. Alvarez y la Compañía aseguradora La Segunda.- En la misma establece que la parte demandada deberá abonar a la actora la suma de $ 16.000 en concepto de daño emergente y la suma de $ 11.700 como lucro cesante. Establece que la suma relativa al daño emergente, llevará intereses tasa pasiva del Banco Nación Argentina desde la fecha del ilícito mientras que el lucro cesante llevará intereses cada mes posterior al accidente, desde septiembre de 2006 hasta mayo de 2007. Impone costas a la demandada perdidosa y difiere la regulación de honorarios para la oportunidad prevista por el art. 51 de la ley 8904.

                     c) Dicho decisorio es apelado por ambos demandados (fs.194), siendo concedida la apelación libremente a fs.195.- 

                     d) A fs. 201/204, los recurrentes expresaron agravios, los cuales recibieron responde a fs. 206/211.-  

                    Manifiestan que la sentencia en crisis les agravia en tanto los condena a pagar la suma de $ 16.000 por daño emergente y $ 11.700 por lucro cesante.

                    Especifica las afirmaciones del sentenciante que les ocasionan agravios: 1) en cuanto determina la responsabilidad exclusiva y excluyente del demandado en el siniestro, sin tener en cuenta la culpa concurrente del conductor del vehículo de la actora, 2) el monto y la forma de calcular el daño emergente; 3) el monto y la forma de calcular el lucro cesante.

                    II) Corresponde iniciar el tratamiento de los agravios por la cuestión atinente a la responsabilidad atribuída en la sentencia en crisis exclusivamente al demandado.- Para así decidir el Sr. Juez “a-quo” tuvo en cuenta que la camioneta conducida por la parte demandada avanzaba por la ruta provincial n° 86 en dirección contraria al automóvil de la parte actora.- En la rotonda gira hacia la izquierda y embiste al interponerse en su línea de marcha al automóvil de la actora.- Ello conforme surge de las pruebas aportadas en autos.-

                    Se agravia el demandado en cuanto considera que si bien pudo haber existido culpa de su parte al invadir el carril contrario, tambien es cierto que el conductor del fiat duna circulaba a velocidad excesiva y sin pleno dominio del rodado, que las fotografías dan cuenta de los daños sufridos y que ello resulta del fuerte impacto, y que si bien la prueba pericial no pudo determinar la velocidad excesiva, las reglas de la sana crítica evidencian la alta velocidad que llevaba.- Que ello requiere determinar la culpabilidad exclusiva del conductor del Fiat Duna  o al menos su culpa concurrente.-

                    III) He de decir en primer lugar que conforme lo tiene dicho la doctrina y jurisprudencia ante el siniestro entre dos vehículo resulta aplicable el art. 1.113 del Código Civil.- Enmarcada la presente causa en la norma citada corresponde decir que de la prueba producida en autos y que resultan contestes las partes, surge que ambos vehículos circulaban por la Ruta provincial 86, el Fiat Duna propiedad de la actora lo hacía en dirección sudeste-Noreste y el demandado en dirección contraria, al llegar a la intersección de la calle San Martín éste último gira a la izquierda para ingresar a la ciudad de Benito Juárez.- 

                    El perito mecánico dictamina a fs. 178 in fine/178 vta. diciendo que no se relevaron huellas de frenado que orienten en cuanto a la velocidad de los vehículos, más puede inferirse que dada la posición final de los móviles y los daños no estamos ante un siniestro de alta velocidad, si bien ello es observado e impugnado por el demandado en la oportunidad del art. 473 del cpcc, allí no realiza una crítica científica de las conclusiones que llevaron al perito a dictaminar conforme antes se citara.- Las desinteligencias de los litigantes con las opiniones del perito son insuficientes si no se arriman las evidencias capaces de convencer al juez que lo dicho por el especialista es incorrecto ( conf. esta Sala causa n° 54.980 “Burgos...” del 28/06/2011).- 

                    La doctrina y jurisprudencia que impera en materia de apreciación de prueba pericial se ha pronunciado diciendo que "si bien es cierto que las normas procesales no acuerdan al dictamen el carácter de prueba legal, no lo es menos que cuando el mismo comporta la necesidad de una apreciación específica del campo del saber del perito -técnicamente ajena al hombre de derecho- para desvirtuarla es imprescindible traer elementos de juicio que le permitan fehacientemente concluir en el error o el inadecuado uso que en el caso el perito ha hecho de los conocimientos científicos de los que, por su profesiòn o título habilitante ha de suponerse dotado, ya que la sana crítica aconseja cuando no existe otra prueba de parejo tenor que lo desvirtúe, aceptar las conclusiones periciales (CN.Civ., Sala F,2/9/83; ED.T.106,p.487; Palacio Lino E., "Derecho Procesal Civil",T.II,p.720; ésta Sala Causas Nro.28243 del 27/11/86, 36209 del 29/3/96, 47937 del 18/11/2004 entre otras; Sala II, Causa 37084,"Lundbye de Pedersen c/ Suc. Lundbye de Pedersen s/ Escrituración" RSD.54 del 30/5/96).-

                    Sin perjuicio de lo dicho respecto de la pericia es cierto que las conclusiones allì vertidas, se condicen con los testimonios obrantes en la causa penal agregada por cuerda a estos autos y ofrecida como prueba por ambas partes.- Así es dable citar lo dicho por quienes eran transportados en el vehículo Fiat Duna, Agustin Carlos Airoldi: “…observa que por la misma ruta y en sentido contrario venía circulando una camioneta de color bordo, tamaño chico, la cual en forma improvista intentó regresar a la Avenida San Martín….”; de manera similar manifestó Horacio Osvaldo Cortez …” cuando de pronto observa que en sentido contrario venía circulando una camioneta de color bordó, ignora marca, la cual al llegar al acceso con la Avenida San Martín, la camioneta intenta girar a su izquierda para ingresar a la ciudad, no percatándose que venía el remis, razón por la cual la chocan en su parte frontal, no dándole tiempo al remisero a realizar alguna maniobra para esquivarla, ya que lo tomó por sorpresa….”( causa penal, fs.14 y 16 vta. respectivamente). Por otra parte de la prueba pericial mecánica que allí se produjo surge que …”la Pik Up Chevrolet al invadir el carril contrario sin haber “Cedido el paso” al que circulaba por el carril contrario resulta ser el protagonista activo directo, ya que con su conducta fue el causante directo y principal del siniestro; mientras que el Fiat Duna por las características mencionadas resulta ser el protagonista directo pasivo.....”.-

                    Ante tales circunstancias he de compartir lo resuelto por el Sr.Juez “a-quo” en cuanto a la exclusiva responsabilidad del demandado en la producción del hecho.- Es que, aventado que el otro vehìculo apareciera en forma sorpresiva y a una velocidad excesiva, quien debió esperar su paso precisamente es quien intenta el giro a la izquierda, máxime que la misma se realizó en una ruta.- No se puede pretender un actuar distinto del chofer del Fiat Duna –continuar su marcha-, toda vez que aùn viendo el otro vehículo y que el mismo giraría a la izquierda pudo haber considerado que iba a cederle el paso como era su obligación.-

                    Señala Lopez Mesa que “nuestro Código Civil en su art,. 901 sienta el principio de normalidad.- Lo que sucede según el curso normal y ordinario de las cosas es lo que marca a los sujetos la pauta de lo que va a pasar.- El derecho regla la normalidad, por lo que quien postula lo anormal corre con la carga de tal prueba… dicha confianza lo lleva a adecuar su actuar a los actos de los otros, según el principio de normalidad, esa confianza debe ser protegida…lo propio ocurre en el trànsito: la confianza del automovilista que actùa según el principio de normalidad debe ser protegida”…

                    El autor citado continúa diciendo; “El principio de confianza en el trànsito podrìa formularse llanamente diciendo que dado que el trànsito es un acto eminentemente reglado y que la ley vial se supone conocida y debe ser respetada, es legìtimo suponer que cada sujeto del trànsito actuará según las reglas y de modo normal o previsible, ajustando en consecuencia el comportamiento propio a esa presuposición o confianza” (autor citado “Responsabilidad Civil por Accidentes de Automotores”, pàg. 267 y 268).-

                    Es regla del buen tránsito que quien quiera incorporarse a la circulación debe efectuar una maniobra que evite ocasionar molestias y alarmas, es asì que debe agotarse la prudencia al incorporarse de manera transversal a la vìa contraria, y en caso de advertir la proximidad de otro vehículo por la mano contraria, ha de cederle el trànsito.- Debe presumirse la culpa del invasor de la mano contraria, sea por adelantamiento, por giro a la izquierda o por cualquier otra causa y en tales supuestos, la prueba de la contribución culposa de quién es embestido en su mano reglamentaria de tránsito, debe ser categórica, no pudiendo refutarse desvirtuada aquella presunción con hipótesis forzosamente extraídas de indicios imprecisos o equívocos, que cuanto más llevarían a admitir que el embestido no realizó la maniobra o no adoptó la medida que se supone habría evitado el accidente, en tanto ello bien podría atribuirse a la confusión o inhibición psicomotora emocional de quien se ve, de pronto, enfrentado a salvar la imprevisible contingencia creada por el invasor.

                    En tal sentido se ha resuelto que quien  pretenda atravesar o ingresar al tránsito de una ruta desde una rotonda o boca de acceso, sólo debe intentar la maniobra cuando tenga la vía expedita y no exista el riesgo de constituirse en un elemento que entorpezca el desplazamiento de los rodados  que circulan por dicha arteria (conf. C.N.Civ. Sala C 13/6/95 J.A. 1998-II, síntesis; López Mesa “Responsabilidad Civil por Accidentes de Automotores” pág.269; esta càmara sala II, causa Nº51226, 4/12/07 "Rampoldi"; causa nº 53995 del 13-5-2010, con voto del Dr. GALDOS  “Boto de Gomez, Marta Graciela c/ Lozano Piñero, Diego y otro s/ Daños y perjuicios”).-

                    Por otra parte es dable citar lo resuelto por esta Sala en causa reciente, en la que si bien se trataba de un giro a la izquierda en una avenida, los conceptos allì vertidos pueden ser aquì aplicados y con mayor rigurosidad desde que en estos autos el giro se produjo en una ruta: “quien gira a la izquierda en una calle de doble mano debe extremar las precauciones, pues realiza una maniobra que altera el desarrollo normal del tránsito, por lo que ha sido considerada una maniobra riesgosa (Brebbia, “Problemática jurídica de los automotores”, T I, pág. 178 y nota al pie de página; esta Cámara, Sala II, causa nº 47.906, “González...”, del 31.03.05. y anteriores precedentes allí mencionados). “De allí –se decía en el precedente citado- que el art. 53 de la ley de tránsito, contemple, para estos supuestos, una serie de precauciones que debe adoptar quien se dispone a efectuar el giro (advertir la maniobra con suficiente antelación, mediante la señal lumínica correspondiente; circular como mínimo desde treinta metros antes del costado más próximo al giro a efectuar; reducir la velocidad paulatinamente, girando a una marcha moderada; reforzar con la señal manual cuando el giro se realice para ingresar a una vía pública de poca importancia o a un predio frentista)”.-  En el caso de autos, y aún colocándonos en la hipótesis más favorable a la accionada que como ya se vio es la que adoptó la Sra. Juez de grado (es decir, que intentó un giro a la izquierda para tomar la calle transversal y no una vuelta en “U), es evidente que aquélla no adoptó las precauciones antes aludidas, ya que se interpuso en la línea de marcha del vehículo de la actora, que venía circulando en sentido contrario, sin respetar su prioridad de paso (art. 57 de la ley 11.430), tal como se sostiene en la sentencia en crisis. Así lo destaca Marcelo López Mesa (“Responsabilidad por accidentes de tránsito”, pág. 198), quien con cita de jurisprudencia refiere que “cuando un conductor intenta girar a la izquierda debe tomar las máximas precauciones inherentes a la maniobra, tales como disminuir la marcha y detenerse dejando paso a los vehículos que transitan por el carril opuesto, pues no hacerlo importa una grave imprudencia; ello es así, pues se trata de una maniobra de suma peligrosidad, constituye un obstáculo para los demás conductores y altera el normal desarrollo del tránsito vehicular” (del voto del Dr. Esteban Louge Emiliozzi en causa nº 51.499 “Bonetto…” del 30 de abril del 2008).-

                    En el mismo sentido esta Sala en su anterior composición resolvió: "La maniobra de giro a la izquierda en arteria de doble mano y más aún de abundante tránsito entraña considerable riesgo, pues se interfiere la circulación de vehículos que lo hacen por la mano contraria y eventualmente en la misma dirección. Por eso es que el conductor quien por ella transita manipulando una máquina productora de riesgo, antes de intentar dicho giro debe extremar al máximo las precauciones no desentendiéndose de la actitud de los demás. En todo caso debiendo advertir la maniobra como la que en el supuesto que nos ocupa se intentaba efectuar esta deberá suspender su actitud hasta tanto el paso le esté expedito. No actuar así y violando expresas normas conductivas (art. 72 ley 5800) acarrea responsabilidad en los términos del art. 1113 del Cód. Civil por las consecuencias dañosas del evento.." (Causas Nº 29.813 "Paulicci", Nº 29.855 "Transportes Automotores `La Estrella´…"; causa nº 49135 del 29-12-2005, “Nolasco Marcos Dante J….”).-

                    Todo ello siguiendo el criterio sentado por nuestra Excelentísima Suprema Corte de Justicia que ha resuelto: “Las reglas del art. 57 de la ley 11.430 juegan como cuña del civismo en el desplazamiento urbano de los automotores, desde que objetivamente exige que quién llega a un cruce de arteria como el de autos, ruta principal y calle accesoria, debe ceder espontáneamente el paso a todo vehículo que se presente por su derecha si es que se dispone a realizar una maniobra de giro a la izquierda para incorporarse al tránsito de la arteria accesoria. De lo contrario esa preciosa regla de tránsito (y que la salud de la sociedad necesita que se internalice en todos los ciudadanos conductores) perdería su eficacia y, lo que es más, el desplazamiento vehicular por las arterias se sembraría de inseguridad en cada cruce, donde la prioridad no estaría dada por una regla objetiva cual la de las manos de circulación, sino por una regla de juego arbitraria y hasta salvaje, cual la de quién llega primero al punto de colisión y resulta impactado se libera de culpas o, agrego ahora, por la no menos peligrosa de que, quién primero ingresa al cruce está exento de reproches” (SCBA, Ac 81623 del 8-11-2006, “Jiménez de Aguirre, Nilda y otro c/ Guglielmone, Julio G. y otro s/ Daños y perjuicios”).-

                     Por lo hasta aquì expuesto he de concluir que, ha de atribuìrse la responsabilidad en el hecho dañoso al demandado sin que corresponda atento las circunstancias apuntadas y prueba de autos, atribuìrsele algún grado de culpabilidad al chofer del Fiat Duna que implique algún grado de exoneración de responsabilidad al demandado (art. 1113 del Código Civil).- 

                      IV) Corresponde ahora analizar los agravios relativos a los daños.-

                    a) En relación al daño emergente, el Sr. Juez A-quo lo fijó en la suma de $ 16.000, para ello tuvo en cuenta la diferencia entre el valor en mercado del vehículo sin haber sufrido el siniestro y el monto que considera probado por el testimonio de “Campos”, quien expresa que lo adquirió en la suma de $ 5.800, en el estado que se encontraba luego del hecho materia de autos.- Se agravia el apelante de la metodología del cálculo y en cuanto tiene por cierto la venta denunciada en autos sin que exista constancia de ello.-

                    Como señalara antes se reclama el daño emergente, no precisamente por la privación de uso sino en tanto la actora ha sufrido un empobrecimiento de su patrimonio por los daños provocados al automotor (arts. 519, 1083, 1110, 2286, 2876, 2950, del Código Civil).- Estos surgen de la fotografía adjuntada a fs. 50  y del dictamen pericial de fs. 176/179.- Si bien lo usual resulta que se cuantifique el daño por el monto de la reparaciòn, no resulta inverosímil que la actora no pudiera abonarlo y que por tal razòn se viera obligada a venderlo en el estado que se encontraba luego de producido el hecho dañoso.-

                    He de considerar tal situación probada en orden a aquello que surge del beneficio de litigar sin gastos, del cual surge conforme los dichos de los testigos que la Sra. Vidaguren antes tenìa una remisería y que luego del siniestro se fue a vivir a Mar del Plata donde trabaja en servicio de limpieza (presumiblemente en una portería, fs. 18 y 19 de los autos “Vidaguren Angela s/ Beneficio de litigar sin gastos”).- Si bien el testimonio de Campos en estos autos puede resultar verosìmil a la luz de los otros testimonios señalados, es lo cierto que su solo testimonio para tener por acreditado el valor de compra del automotor no resulta suficiente.- Es vàlido tener en cuenta que frente a la venta de un bien registrable, la actora ha podido contar con documentación fehaciente en relaciòn a la venta, la que no ha sido adjuntada a estos autos.-

                    En mérito de ello considero equitativo fijar el monto por daño emergente, en la suma de $ 6.000 que resulta de restar al valor promedio estimado del Fiat Duna (informe pericial, pregunta 4, fs. 177, monto denunciado en la demanda fs. 25 vta.), el monto de la reparación conforme el informe pericial que lo meritúa en la suma de $ 6.000, que por otra parte resulta de los usos y costumbres descontar del valor del bien los gastos que el comprador debe realizar para su reparación, y que considero es el monto que ha dejado de percibir la actora al vender el bien.- 

                    Resulta ilustrativo citar la jurisprudencia que dice: “La indemnización del daño emergente resulta procedente independientemente de que el perjudicado haya o no desembolsado el importe necesario para cancelarlo, pues como la reparación será realizada tardíamente por el acreedor o descontada del precio de venta de la unidad si se enajena sin reparar, éste debe ser resarcido por el lucro que verosímilmente abonará o perderá, en uno u otro supuesto; ello en atención a que lo que se indemniza es el daño y no lo que el dueño del vehículo abonó en ese concepto (arts. 1068 y 1069 del C.C., Cam.Civ. 1 de Quilmes en causa “Gainza Eduardo Gabriel c/ Huck Hugo Oscar s/ Daños y Perjuicios” del 2-4-1996; causa 29-3-2004 “Yacowec, Cristian Andrés c/ Línea 247 expreso 9 de julio S.A. s/ Daños y perjuicios” del 29-3-2004; causa nº 11310 del 4-3-2009 “Tellechea, Juan Antonio c/ Cherro, Ariel y otro s/ Daños y perjuicios”).-





 En el mismo sentido Zavala de González señala:“el menoscabo de una de las cosas de su dominio o posesión (art. 1068, Cód. Civil), como lo es el automotor, frustra de por sí el interés de su titular en mantener la incolumidad de sus bienes, y engendra un perjuicio resarcible en carácter de empobrecimiento actual, sin necesidad de otro requisito adicional.”





   “… el perjuicio representado por los daños materiales en el vehículo existe propiamente desde el momento en que éstos se causan, es decir, a partir del propio suceso y sin que deba exigirse que los arreglos hayan sido efectuados o pagados.”




           “Adviértase que las erogaciones que pueden haber realizado el damnificado para arreglar o reemplazar los bienes afectados únicamente tendrían virtualidad para cambiar la modalidad del daño (de económicamente determinable, se convierte en pecuniariamente determinado), pero nada agrega a su preexistencia.”




         “Desde el punto de vista del obligado, su deber es, en lo básico, el de recomponer el patrimonio que resulta lógicamente menoscabado al determinarse o destruirse alguno de los bienes que lo componen (sea que la reparación se practique en especie o por el equivalente dinerario). Dentro de tal perspectiva, la reparación física o material del automotor por el propio perjudicado constituye una mera contingencia circunstancial, carente de virtualidad jurídica en la responsabilidad del obligado, ya desde antes configurada.”




        “El único efecto del desembolso, dentro del ámbito en estudio, es de traducir numéricamente, a un cierto momento, la cuantía económica del valor a resarcir.” (autora citada “Resarcimiento de Daños- 1 Daños a los automotores”, pág. 25/26).- 

                    Con el alcance antes señalado corresponde admitir por ello el agravio en análisis.-

                    b) En cuanto al lucro cesante, comenzaré diciendo como lo explica Zavala de González que, se refiere a la privación del uso del automotor cuando el mismo es instrumento de despliegue de una actividad productiva, que no ha podido continuarse desarrollando, con la consiguiente frustración de ganancias (autora citada, “Resarcimiento de daños”, T. 1 “Daños a los automotores”, 3ra. reimpresión, págs. 90 y sig.; esta Sala, causas nº 51.028, “Sarachu...”, del 20.09.07.; n° 52.167 “Sánchez…”, del 15.04.09.; n° 52.775, “Bianchi…”, del 30.06.09., entre otras).

                    Moisset de Espanes señala: “La sola privación de cualquier cosa que estaba en el patrimonio del sujeto le ocasiona a éste un daño “positivo”, por los desembolsos que debe efectuar para reemplazar el objeto, y otras veces se hace sentir “negativamente” y está representado por las actividades que debe suspender o dejar de realizar.- La sola privación de cualquier valor patrimonial, y entre ellos el uso de un automóvil, ocasiona al propietario un daño cierto o indemnizable (autor citado “Privación de uso de un automóvil”, LL 1984-C51 y ssgtes.).-

                    En relación al daño referido el Sr. Juez tuvo por probada la actividad de la actora quien contaba con una remiserìa en la que se encontraba afectado el automòvil siniestrado, que ello surge de la constancia de la aseguradora (fs. 11), del informe municipal (fs. 114), los dichos de los testigos (fs. 136/139), la inscripción ante los Ingresos Brutos (fs. 149), de modo tal que resulta indiscutible la actividad comercial desarrollada.- 

                    Ahora bien, el cálculo realizado por el Sr. Juez y cuestionado por el apelante resulta de multiplicar la ganancia neta estimada conforme informe de fs. 106 y 143 y el tiempo en que la actora dejó de tener la agencia en virtud de haber vendido el vehículo al Sr. Campos, que considera efectuado en el mes de mayo de 2007.- El apelante considera que el lucro cesante debe considerarse en relación al tiempo de reparación estimado por el perito, que asciende a 30 días, no resultándole imputable al demandado la imposibilidad de repararlo manifestado por la actora.-

                    En relación a la cuestión aquí traída resulta ilustrativo citar el análisis realizado por mi colega el Dr. Louge Emiliozzi, en una causa recientemente resuelta en esta Sala y que comparto plenamente: “La circunstancia antedicha nos introduce en una cuestión muy debatida, que en este caso se torna especialmente crítica en razón del tiempo transcurrido, cual es si la indemnización por la privación de uso debe comprender todo el tiempo que dura la privación o solo el necesario para que la víctima lleve a cabo los actos que permitan superarla. He tenido oportunidad de pronunciarme sobre esta cuestión con anterioridad, frente a un supuesto de privación de uso de un automotor originado en los daños sufridos a consecuencia de un accidente de tránsito, y entiendo que las consideraciones allí vertidas son perfectamente aplicables al caso que ahora nos  ocupa (causa n° 52167, “Sánchez…”, del 15.04.09.).

                    Un primer criterio, denominado “amplio”, entiende que no debe hacerse pesar sobre el damnificado la carga de soportar las erogaciones necesarias para la reparación, máxime que puede no contar con esas sumas; del mismo modo, sus sostenedores también ponderan otras circunstancias, tales como la falta de turnos en talleres, etc.... El segundo criterio, denominado “estricto”, entiende que debe dejarse de lado todo factor ajeno al victimario, tales como la falta de recursos de la víctima para afrontar los arreglos, las demoras de los talleres, la circunstancia de no encontrarse en plaza los repuestos necesarios, etc...

                    Zavala de González proporciona su propio criterio, reconociendo inicialmente que el tema da lugar a reflexiones conflictivas, ya que, por un lado, admite que podría pensarse que el damnificado no tiene la carga de afrontar con sus recursos la refacción del vehículo, por lo que todo el eventual plus temporal de efectiva indisponibilidad debería ser afrontado por el deudor en el cumplimiento de su deber indemnizatorio; pero, por otro lado, también advierte que la operatividad del principio de buena fe robustecería la posición opuesta, ya que podría darse el caso –en esto sigue a Mosset Iturraspe- de víctimas que con su conducta omisiva se mantienen en el daño padecido, no salen de él, provocando su agravación. La valoración de todos estos argumentos llevan a la prestigiosa jurista a decir –en lo que puede afirmarse es su conclusión- que no sería aceptable “cualquier” tiempo de privación de uso, si el exceso guarda vinculación con la postergación en la promoción de demanda, o si el damnificado no arregla el bien dañado a pesar de contar con recursos para ello, o en su defecto, no hace saber a la otra parte que no tiene medios para solventar los gastos (“Resarcimiento...”, cit., págs. 100/109).

                    En esta Sala se registra un precedente en el cual, constatada mediante acta notarial la demora en que se incurrió en el taller mecánico, se concedió la indemnización por todo el tiempo que duró la privación de uso, valorándose para ello que esa demora no fue imputable al accionante (causa nº 29.895, “La Patricia S.C.A....”, del 16.06.88., voto Dr. Ojea). Es dable aclarar que en ese precedente también se tuvo en cuenta, como argumento coadyuvante, que era el propio demandado quien había indicado al actor que hiciera reparar el automóvil siniestrado en ese taller. Sin embargo, entiendo que esta circunstancia no impide la aplicación de esa doctrina a los supuestos en que no se presenta esta última particularidad, máxime por una cita contenida en el fallo, en la que se dice que “se debe computar el lapso que el vehículo permaneció en el taller, aunque la reparación demandara menos tiempo, si el propietario no fue culpable de la demora” (CNCiv., E.D. 25, pág. 409)” (causa n° 53.830 “Augelli...” del24 de febrero de 2011).-

                    Aplicando estos principios al sub-examine y siguiendo la postura de Zavala de Gonzalez, he de decir que no hay ningún elemento que permita suponer que la actora haya estado en condiciones de reparar el vehículo, ello se condice con lo señalado en el apartado anterior atento la prueba producida en el expediente de beneficio de litigar sin gastos y que corren agregados por cuerda al presente, por cuanto la Sra. Vidaguren se tuvo que trasladar a la ciudad de Mar del Plata donde trabaja en servicios de limpieza, lo cual denota que se vió imposibilitada de continuar con la explotación del servicio de remis.-

                    Ahora bien, es cierto que resulta difícil determinar exactamente la fecha en la cual, ante la imposibilidad de proceder a los arreglos del automotor, procedió a venderlo.- Aquí he de seguir lo resuelto por el Sr. Juez “a-quo”, y en consonancia con lo dicho en apartado anterior, teniendo en cuenta no solo lo que surge de la testimonial de Campos, valorando en consonancia los dichos de los testigos en el beneficio de litigar sin gastos, quienes manifiestan a la fecha en que se tomaron sus testimonios que la Sra. Vidaguren hacía un tiempo que se había trasladado a la ciudad de Mar Del Plata.


                 En consecuencia, conforme los hechos señalados y siguiendo la posición ecléctica de Zavala de González, que es la adoptada por ésta Sala, considero que corresponde desestimar el agravio esgrimido en relación al lucro cesante, y confirmar lo resuelto por el Sr. Juez A-quo.-

                    Así lo voto.-

                      Los Señores Jueces Doctores LOUGE EMILIOZZI y BAGU, votaron en análogo sentido.-

                    A LA TERCERA CUESTION: la Señora Juez Doctora COMPARATO dijo: 

                    I)Atento lo acordado al tratar la cuestión anterior, propongo al acuerdo: 1)Desestimar la nulidad planteada por el apelante.

                    2)Modificar la sentencia dictada a fs. 189/191 solo en lo atinente al daño emergente el que se fija en la suma de $ 6.000 y confirmarla en lo demás.

                    3)En lo que respecta a las costas, si bien el presente decisorio resultará modificatorio del de primera instancia, lo que en principio habilitaría al tribunal a modificar la imposición de costas (doctr. art. 274 del C.P.C.C.), entiendo que en este caso las de primera instancia deben mantenerse en su totalidad impuestas a la demandada vencida. Ello así, pues si bien se reduce el monto otorgado en primera instancia en concepto de daño emergente, lo cierto es que todos los rubros prosperan en alguna medida, lo que amerita la imposición de las costas en su totalidad a la accionada vencida (Excelentísima Suprema Corte Provincial Ac. 78.451, “Carquen S.A....” del 29.10.03.; Ac. 85.695, “Rendichi...”, del 10.11.04.; C. 93.236, “Cáceres...”, del 26.09.07.; causa C. 100.646, “Sánchez”, del 07.10.2009; causa C. 96.859, “Banco de la Provincia de Buenos Aires” del 02.12.2009; causa C. 104.484, “Sánchez”, del 16.12.2009; esta Sala, causas nº 52.008, “Dirazar...”, del 25.09.08.; nº 52.016, “H.J. Navas y Cía. S.A....”, del 29.10.08.; nº 52.301, “Mascetti...”, del 26.11.08.; nº 52.365, “Rivera...”, del 11.12.08.; nº 52.328, “Cooperativa...”, del 23.12.08.; n° 52.590, “Girbent…”, del 11.03.09.; n° 53.830, “Augelli…”, del 24.02.2011 entre otras). En esos precedentes, el Superior Tribunal sentó el criterio según el cual “para determinar el carácter de vencedor/vencido en juicio debe distinguirse el caso en el que se desestima un rubro íntegro de la demanda, de aquéllos otros en los que, progresando un reclamo, el tribunal lo fija en una suma menor a la pretendida en la demanda”, lo que implica, en materia de costas, que “cuando uno de los rubros que integran la demanda es desestimado, cabe encuadrar el caso en el art. 71 del C.P.C.C. porque existe un vencimiento parcial” (sumarios según base JUBA). 

                    Con relación a las costas de Alzada, sabido es que rigen otros parámetros, ya que ha de estarse al resultado del recurso (S.C.B.A., C. 89.530, “Díaz…”, del 25.02.09., entre muchas otras; esta Sala, causa n° 53.223, “Orella…”, del 21.10.09., entre muchas otras). Haciendo aplicación de estos principios, entiendo que en el caso resulte prudente y equitativo imponer las costas de alzada en un 65% a la apelante y en un 35% a la actora (doctr. art. 71 del C.P.C.C.).

                     Así lo voto.-

                     Los Señores Jueces Doctores LOUGE EMILIOZZI y BAGU, votaron en análogo sentido.-       

                    Con lo que terminó el acuerdo dictándose la siguiente

S E N T E N C I A

                    POR LO EXPUESTO, demás fundamentos del acuerdo y lo prescripto por los arts. 266 y 267 del C.P.C.C., se Resuelve: 1)Desestimar la nulidad planteada por el apelante; 2)Modificar la sentencia dictada a fs. 189/191 solo en lo atinente al daño emergente el que se fija en la suma de $ 6.000 y confirmarla en lo demás; 3)Imponer las costas de Alzada en un 65% a cargo de la apelante y 35% a cargo de la actora (doctr. Art. 71 CPCC) difiriéndose la regulación de honorarios hasta la oportunidad prevista por los arts. 31 y 51 de la ley 8904.-  Notifíquese y Devuélvase.-

                                                            Si///

///guen las firmas.-

